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Prólogo


 Nos complace poder presentar una nueva edición de la guía de «Jurisprudencia Tributaria Práctica», fruto de la colaboración entre Deloitte Legal y la Universidad Pontificia de Comillas. 

Se incluye en ella una recopilación de los pronunciamientos más significativos emitidos en 2021 por los órganos revisores de la Administración tributaria, así como por diversos órganos jurisdiccionales, incluyendo algunos extranjeros.  

Esta obra de consulta facilita la actualización periódica sobre el estado de las principales cuestiones tributarias que ocupan a la Administración y a los contribuyentes, ofreciendo una visión lineal de su desarrollo y evolución a través de sus sucesivas ediciones. Así, muchos de los pronunciamientos que aquí se recogen tratan cuestiones que podríamos llamar recurrentes, por haberse planteado de manera reiterada ante las diferentes instancias administrativas y judiciales, con suerte dispar, pero también cambiante.

Un ejemplo de temática recurrente lo constituye la cuestión resuelta por el TC en su sentencia de 26 de octubre de 2021 (recurso núm. 4433/2020) que, como se sabe, declara inconstitucional el sistema objetivo y obligatorio de cálculo de la base imponible del IIVTNU, por vulnerar el principio de capacidad económica. El TC ya se había pronunciado sobre ello anteriormente, e incluso había declarado inconstitucional el sistema en dos ocasiones, para supuestos en los que no hubiese incremento real en el valor de los terrenos transmitidos o dicho incremento fuese inferior al impuesto. No ha sido, sin embargo, hasta esta última sentencia que se ha zanjado definitivamente la cuestión. 

Lo anterior no deja, no obstante, de ser una verdad a medias, ya que, a cambio, se han creado otras controversias a las que, de nuevo, habrá que dar seguimiento en el futuro. Principalmente, por la atípica limitación de efectos temporales del fallo, pero también por la cuestionada adaptación normativa que, a resultas de la sentencia, ha llevado a cabo el RDL 26/2021, de 8 de noviembre, contra el que, a su vez, se han presentado y admitido a trámite sendos recursos de inconstitucionalidad. 

La utilidad de esta obra se justifica también por la cada vez mayor creatividad desplegada por la inspección y por otros órganos administrativos en la interpretación de la norma tributaria, motivada sin duda por un exceso de celo en el cumplimiento de la legítima función que tienen encomendada. Es necesario para el operador tributario ser consciente de la existencia de esas interpretaciones alternativas que, en gran parte de los casos, los jueces y tribunales vendrán posteriormente a corregir.  

En esta línea, destacan varias sentencias del TS, como la de 30 de marzo de 2021 (recurso núm. 3454/2019), que delimita el alcance del concepto de gastos no deducibles por donativos y liberalidades, o las sentencias de 8 de febrero y de 17 de noviembre de 2021 (recursos núm. 3071/2019 y 1016/2020) que confirman la deducibilidad de los intereses de demora derivados de un procedimiento de comprobación o de la suspensión de la ejecución de un acto administrativo impugnado, así como su correlación con los ingresos, excluyendo su equiparación a las sanciones, donativos, liberalidades y gastos derivados de actuaciones contrarias al ordenamiento jurídico.

Resultan también relevantes las sentencias del mismo tribunal de 30 de noviembre de 2021 (recurso núm. 4464/2020), que rechaza que la compensación de BINS constituya una opción tributaria de las reguladas en el art. 119.3 LGT, y de 6 de mayo de 2021 (recurso núm. 1208/2020), que refrenda la naturaleza del art. 19.6 TRLIS como regla de imputación temporal (de la reversión del deterioro o corrección de valor de un activo), rechazando su uso como norma antiabuso por parte de la inspección.

Finalmente, es igualmente preciso estar al tanto de los cambios acaecidos en criterios jurisprudenciales que el contribuyente pudiera tener por firmemente asentados, como el que recogen las sentencias de 20 de julio de 2021 (recursos núm. 1773/2018 y 4081/2018) al admitir ahora como base de la deducción por gastos de propaganda y publicidad en la difusión de acontecimientos de excepcional interés público el coste total del soporte de publicidad mixto al que los colaboradores incorporen su logotipo. 

Todas estas necesidades, que la presente obra tiene vocación de cubrir, son reflejo y consecuencia de la gran incertidumbre e inseguridad jurídica a las que se enfrenta el contribuyente a la hora de interpretar y aplicar la norma tributaria. También apuntan a una paulatina pérdida de eficacia de nuestro derecho positivo, que parece revelarse insuficiente para dar respuesta por sí solo a entornos económicos cada vez más complejos y cambiantes.  

En este contexto de cambio e incertidumbre, y tal como se ha venido señalando en numerosas ocasiones desde este foro, se hace todavía más necesario promover el entendimiento entre la Administración tributaria y los contribuyentes y, a tal efecto, dotar de verdadero contenido a los distintos espacios de comunicación, diálogo y colaboración que ya se encuentran formalmente habilitados a ese fin. 

Madrid, 23 de noviembre de 2022

Cristino Fayos Cobos

Gerardo Cuesta Cabot

Carolina Cartelle Toimil

Francisco Javier Alonso Madrigal
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C.I. Impuesto sobre Sociedades


 1.  Base imponible

1.1.  Gastos deducibles








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de noviembre de 2020



	Referencia:
	N.º Recurso 3358/2018



	Autor:
	Carolina Cartelle





Resumen


La aportación de créditos para compensar pérdidas de una filial sin valor alguno, desmantelada y sin actividad, carece de lógica económica y jurídica, lo que llevaría a calificarla como una liberalidad, si no fuese por la existencia de plusvalías latentes en la filial. Estas plusvalías, generadas durante el período de tenencia, debieron tenerse en cuenta en el cálculo de la provisión de cartera, excluyendo la necesidad de su dotación y, con ello, la deducibilidad amparada por el art. 12.3 TRLIS.

Principales mensajes


«(…) Ciertamente no es una operación entre terceros, ni se reciben más acciones, ni en puridad nada se adquiere que con anterioridad no perteneciese indirectamente a (..), pero tampoco es una operación para reponer pérdidas, por lo que su correcta calificación y el descubrimiento de la finalidad perseguida justifica que a los efectos de aplicar la norma de valoración, se considere que, por asimilación o equiparación, en el precio de adquisición se computara las plusvalías existentes (…) en tanto que no se justifica que se pague tan alta cuantía por algo que vale cero, si no es por la existencia de los terrenos y su mayor valor al puramente contable».

«(…) si la parte recurrente el desvalor progresivo de las participaciones no los computó ni los provisionó, sólo a la misma puede perjudicar, sin que sea compensable computando en el último ejercicio el desvalor que se haya ido produciendo en la cartera a lo largo de los ejercicios anteriores».

Comentario


En 2007, el contribuyente aportó a su filial —inactiva y con fondos propios negativos— los derechos de crédito que ostentaba frente a ella, con la finalidad de compensar sus pérdidas. Tras ello, procedió a registrar una provisión por depreciación de cartera, que consideró fiscalmente deducible según lo dispuesto entonces en el art. 12.3 TRLIS.

A efectos del cálculo de la provisión, el contribuyente había aplicado lo dispuesto en la Norma de Valoración 8ª del PGC 1990 únicamente obligaba a tener en cuenta las plusvalías latentes ya existentes en el momento de la adquisición de la participación e incorporadas al precio de adquisición (que en este caso no existían), pero no aquellas generadas durante el período de tenencia.

La Inspección y luego el TEAC, consideraron sin embargo que en el cálculo de la provisión deberían haberse tenido en cuenta las plusvalías latentes en el terreno propiedad de la filial, lo que excluiría la necesidad de provisionar, negando por ello la deducibilidad del gasto. La tesis administrativa estaba sustentada por la Consulta n.o 3 del BOICAC 36 de diciembre de 1998, conforme a la cual debían equipararse al precio de compra a terceros el valor de eventuales suscripciones a cambio de aportaciones y las aportaciones para compensar pérdidas, siendo este el valor que debía ser objeto de corrección.

La tesis administrativa había sido refrendada por la AN y ahora es también acogida por el TS. A juicio de este, atendiendo a la realidad económica subyacente en la operación y a las circunstancias de la filial —que se encontraba desmantelada y sin actividad— la finalidad de la aportación de los créditos no sería atender al posible desequilibrio financiero de la participada, revelándose más bien como una transmisión lucrativa, dada la ausencia de utilidad o ventaja para el socio. No obstante, el TS desiste de esta última calificación, puesto que la Inspección la había excluido al considerar que la contrapartida de la aportación era la plusvalía latente en los terrenos.

La falta de lógica económica y jurídica de la operación y su resultado, llevan al TS a considerar como única conclusión verosímil que lo que se pretendía era crear las condiciones que justificasen aparentemente la provisión por depreciación de valores y la deducción fiscal ex art. 12.3 TRLIS.








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 11 de enero de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 536/2017



	Autor:
	Alberto Montesinos Cuadros





Resumen


Eliminación por error en 2008, con abono a reservas, de una provisión por riesgos y gastos vinculada a un litigio pendiente de resolución. La inspección consideró tributable dicho abono al tratarse de una provisión no aplicada a su finalidad, argumento rechazado por la Sala ya que, al término del litigio, la entidad reformuló las cuentas registrando la baja de la provisión. Sostiene la Sala que la Inspección debió haber comprobado también 2011 debido al principio de regularización íntegra.

Principales mensajes


«cuando en 2008, erróneamente o no (…), se eliminó la provisión por riesgos, dotada y deducida en 2005 por el litigio pendiente, no fue por no haberse aplicado a su finalidad, (…) y, por tanto, no se dio el presupuesto de hecho de aplicación del artículo 19.9 TRLIS (…), porque al reformular las cuentas en 2011, la cantidad corregida, resultante del litigio ya concluido en ese momento, se imputó a este ejercicio (…), y no se ha acreditado que se produjera con ello una menor tributación».

«(…) tratándose de una provisión por la existencia de un litigio, (…) no es sino cuando concluye el litigio de manera definitiva (…), cuando ha de valorarse si se produjo o no un exceso de la dotación (…). Hubiera merecido la pena que la Inspección realizara una regularización completa, extendiendo su potestad de comprobación, y de regularización, en su caso, al ejercicio 2011 (…)».

Comentario


En contra del criterio mantenido por la Inspección primero y, posteriormente, por el TEAR de Madrid y por el TEAC, la AN considera que la baja con abono a reservas, por error, de una provisión por riesgos y gastos antes de la finalización del litigio no es tributable.

En concreto, la parte recurrente dio de baja en el ejercicio 2008, en los términos descritos, una provisión por riesgos y gastos dotada y deducida en el ejercicio 2005 relacionada con un litigio en curso. De acuerdo con el criterio mantenido por la Inspección, con fundamento en los arts. 19.1 y 9 TRLIS, dicho abono a reservas debió tributar a efectos del IS al tratarse de la baja de una provisión no aplicada a su finalidad, aunque al cierre del ejercicio 2008 no se hubiera resuelto el litigio en cuestión.

La AN rechaza el criterio de la Inspección al entender que la baja de la provisión no derivó de la no aplicación de la misma a su finalidad, sino de un error, ya que en dicho ejercicio no podía saberse cómo concluiría el litigio. A este respecto, cabe destacar que la recurrente, después de recibir la notificación del inicio del procedimiento inspector, reformuló las cuentas anuales de los ejercicios 2008 a 2010, para deshacer el error contable.

Dejando al margen la existencia o no de error que, a juicio de la Sala, no influye en la resolución del recurso, reitera una vez más su criterio de que, ante una provisión que venga motivada por la existencia de un litigio, hay que atender al momento de la conclusión definitiva del mismo, pues no es sino en dicho momento cuando se conoce el importe de la deuda y, por tanto, cuando ha de valorarse si se produjo un exceso de dotación de provisión, o no.

En definitiva, alude la Sala al principio de regularización íntegra, estableciendo que la Inspección debería haber extendido su actuación hasta el ejercicio 2011, y hacer una completa regularización, en tanto que la reversión de la provisión a raíz de la reformulación de las cuentas anuales realizada en el ejercicio 2011, una vez conocido el resultado del litigio, podía tener incidencia en el ejercicio 2008, que es el regularizado por la Inspección.








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de marzo de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 6428/2018



	Autor:
	Gonzalo Millán-Astray Soroa





Resumen


Reparto de costes dentro de un grupo multinacional. No procede realizar un ajuste bilateral si no está previsto en el correspondiente CDI. En tal caso, la Inspección no está obligada a considerar la política de precios de transferencia del grupo, en particular cuando se base en el método del margen neto del conjunto de operaciones (TNMM), a la hora de regularizar operaciones que afectan a sus sociedades, para proceder a una regularización íntegra de la situación del obligado tributario.

Principales mensajes


«Verdaderamente, como asegura el Abogado del Estado, la política de precios de transferencia del Grupo (X( no afecta a los ajustes extracontables, en particular, al ajuste negativo llevado a cabo en la base imponible del Impuesto sobre Sociedades del ejercicio 2009.

La clave del presente recurso, en realidad, es el reparto de los costes entre (dos entidades del mismo grupo(. La sentencia recurrida se ha decantado por considerar correcto el reparto realizado por la inspección, a la vista de las circunstancias concurrentes y el material probatorio obrante en las actuaciones. No es una valoración arbitraria; es coherente y razonable y, por tanto, habremos de estar a lo que de ella ha resultado. Las liquidaciones recurridas, por tanto, son conforme a derecho, sin que proceda realizar la regularización pretendida por (el contribuyente(».

Comentario


El principal accionista y administrador único de una sociedad española transmitió esta a la filial holandesa de un grupo multinacional de origen japonés, pasando a detentar cargos de administración también en su ahora matriz directa.

La sociedad española fue haciéndole aportaciones a un plan de pensiones, cuyo grueso lo constituyó una aportación extraordinaria realizada en 2005. Las aportaciones fueron contabilizadas como gasto contable en 2005, pero la entidad española no consideró deducible hasta que el citado Sr. ejerció su derecho a percibir las prestaciones en 2009.

Tanto en vía económico-administrativa como en vía judicial ante la AN, se acogió la tesis de la Inspección, según la cual era razonable que dicho gasto se repartiese entre la empresa holandesa y la española en los mismos porcentajes en que habían acordado asumir el coste por el bonus del citado Sr., coincidentes a su vez con el tiempo dedicado a cada una de ellas (90% Holanda / 10% España).

Por otro lado, si bien el acuerdo de liquidación reconocía que el ajuste del gasto no deducible debería haber sido bilateral, considera inaplicable esta posibilidad al residir la entidad matriz en los Países Bajos y no prever el CDI entre España y aquel territorio el ajuste bilateral.

El contribuyente venía alegando y reitera también ante el TS que la Administración tributaria debería tener en cuenta la política de precios de transferencia del grupo empresarial y, en cualquier caso, realizar una regularización íntegra pues de lo contrario se produciría un enriquecimiento injusto.

El TS confirma lo resuelto en las vías previas y reitera la improcedencia del ajuste bilateral puesto que el CDI no lo contempla, sin perjuicio de la posibilidad de hacer uso de la posibilidad de acudir a las normas del procedimiento amistoso prevista en aquel. Asimismo, afirma el TS que la cuestión discutida no guarda relación con la política de precios de transferencia, sino que lo fundamental del litigio reside en el reparto de costes, donde resulta razonable aplicar y respetar el mismo criterio de reparto que el establecido en el contrato de retribución del bonus. Por ello, la Inspección tributaria no estaba obligada a tener en consideración dicha política a la hora de proceder a regularizar la situación del obligado tributario.








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de marzo de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 3454/2019



	Autor:
	Juan Pedro Vidal López





Resumen


El concepto de gastos no deducibles por donativos y liberalidades del art. 14.1.e) TRLIS (actual art. 15.e) LIS) debe referirse a aquellas disposiciones realizadas a título gratuito con animus donandi. No entran dentro de esta categoría las de relaciones públicas, las que afecten al personal con arreglo a usos y costumbres, las dirigidas a promocionar la venta de bienes y servicios o a mejorar el resultado empresarial, presente o futuro, siempre que no tengan como destinatarios a socios o partícipes.

Principales mensajes


«(..) el art. 14.1.e) del Real Decreto Legislativo 4/2004, debe interpretarse en el sentido de que los gastos acreditados y contabilizados no son deducibles cuando constituyan donativos y liberalidades, entendiéndose portales las disposiciones de significado económico, susceptibles de contabilizarse, realizadas a título gratuito; serán, sin embargo deducibles, aquellas disposiciones —que conceptualmente tengan la consideración de gasto contable y contabilizado— a título gratuito realizadas por relaciones públicas con clientes o proveedores, las que con arreglo a los usos y costumbres se efectúen con respecto al personal de la empresa y las realizadas para promocionar, directa o indirectamente, la venta de bienes y prestación de servicios, y todas aquellas que no comprendidas expresamente en esta enumeración respondan a la misma estructura y estén correlacionadas con la actividad empresarial dirigidas a mejorar el resultado empresarial, directa o indirectamente, de presente o de futuro, siempre que no tengan como destinatarios a socios o partícipes».

Comentario


El TS casa la SAN de 7-02-2019 (recurso Núm. 611/2016).

En dicha sentencia, la AN había confirmado la no deducibilidad de los gastos derivados de la financiación de una operación de adquisición de acciones propias para su amortización, realizada para dar salida a ciertos socios, por entender que constituían un donativo o liberalidad encuadrable en el art. 14.1.e) TRLIS (actual art. 15.e) LIS). Su conclusión se basaba, fundamentalmente, en que dichos gastos no se encontraban correlacionados con los ingresos empresariales, siendo los socios los principales beneficiarios de la operación financiada.

El TS viene a clarificar las características que debe reunir un gasto para que pueda ser considerado no deducible al subsumirse en la categoría de donativo o liberalidad.

De esta manera, se establece como criterio casacional, que los gastos acreditados y contabilizados no son deducibles cuando constituyan donativos y liberalidades, efectuados mediante disposiciones gratuitas y sin contraprestación. No obstante, serán deducibles aquellos efectuados a título gratuito que se correspondan con relaciones públicas con clientes o proveedores, los realizados respecto al personal de la empresa con arreglo a los usos y costumbres, así como los realizados para promocionar, directa o indirectamente, la venta de bienes y prestación de servicios.

Como aspecto a destacar, el TS considera que serán deducibles aquellos gastos que, encontrándose correlacionados con la actividad empresarial, estén dirigidos a mejorar el resultado de la empresa, aún sea de manera indirecta y futura; siempre que no tengan como destinatarios a socios o partícipes. Y es que, señala el TS, los ciclos económicos de las empresas no tienen por qué coincidir con el período impositivo. Por ello, la correlación de los ingresos y gastos no se agota en el momento de la realización de una concreta operación, sino que puede proyectarse en el futuro. De hecho, esta tipología de gastos lo más común es que persigan un resultado indirecto y de futuro, y no inmediato al momento que se incurre en el gasto.

Conforme a lo anterior, el TS considera que no constituye un donativo o liberalidad la carga financiera del caso analizado. No obstante, deja abierta la posibilidad de que dichos gastos hubieran podido ser exceptuados de la condición de gastos deducibles por aplicación alguno de los otros apartados del art. 14 TRLIS.








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 23 de septiembre de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 564/2019



	Autor:
	Viviana Guimerá O’Donell





Resumen


No es deducible la provisión por insolvencias relativa a un crédito frente a una entidad vinculada, porque en el ejercicio de su dotación la deudora no se encontraba en situación de insolvencia judicialmente declarada como exigía entonces el art. 12.2 TRLIS. Sin embargo, en virtud del principio de regularización íntegra, la Administración tributaria debió haber reconocido de oficio su deducibilidad en el ejercicio en que fue liquidada la deudora, aunque no estuviese incluido en el alcance de las actuaciones inspectoras.

Principales mensajes


«El art. 12.2 del TRLIS, en el extremo aquí controvertido, es claro al regular el requisito a que se subordina el reconocimiento de la deducción, configurándolo como un concepto jurídico determinado y exigiendo al efecto que se haya producido la "insolvencia judicialmente declarada". La parte recurrente pretende que, por vía interpretativa, se sustituya tal concepto jurídico determinado por otro indeterminado y que la situación de insolvencia pueda apreciarse, a los efectos de estimar la procedencia de la deducción correspondiente, en función de las circunstancias de cada caso».

«Ciertamente, la íntegra regularización de la situación tributaria del sujeto pasivo, es una exigencia que ha venido reiteradamente reconocida por el Tribunal Supremo. Esta íntegra regularización implica que la Administración debe regularizar la situación tributaria del sujeto pasivo tanto en lo que le beneficia como lo que le perjudica. (…) Y esta completa regularización, ha de realizarse de oficio por la Administración».

Comentario


El contribuyente transfirió fondos a sus filiales portuguesas a cuenta de las ampliaciones de capital que se van realizando al final de cada ejercicio. Asimismo, se dedujo la pérdida por el deterioro de un crédito que consideró incobrable correspondiente a un préstamo concedido a una de dichas entidades.

La Inspección calificó las transferencias como préstamos y atribuyó al contribuyente intereses de mercado en los ejercicios objeto de comprobación. Asimismo, consideró no deducible el gasto por la provisión del crédito vinculado porque, en el ejercicio de su dotación, la deudora no se encontraba en situación de insolvencia judicialmente declarada, como exigía entonces el art. 12.2 TRLIS. Además, se negó a reconocer el derecho del contribuyente a la deducción del deterioro de este crédito en el ejercicio en que se produjo la liquidación de la entidad deudora, por no estar dicho ejercicio dentro del alcance del procedimiento inspector, ni haberse solicitado por el contribuyente durante el curso del mismo.

La AN confirma la regularización administrativa, aunque haciendo valer el principio de íntegra regularización.

En primer lugar, confirma la calificación como préstamos de las cantidades transferidas a las filiales y la procedencia del devengo de intereses de mercado. Esta decisión se fundamenta en lo dispuesto en el art. 16.1 TRLIS y en la SAN de 19 de noviembre de 2006, Recurso Núm. 1049/2003, confirmada por la STS de 19 de septiembre de 2009, Recurso Núm. 5557/2006. Además, rechaza reconocer la existencia de un crédito frente a la deudora por estos intereses presuntos (que pasarían a ser pérdida deducible una vez extinguida la filial) por ser una «onerosidad ficticia», en los términos a que se refiere la SAN de 19 de noviembre de 2006, Recurso Núm. 1049/2003.

También confirma la improcedencia de la deducción de la provisión por insolvencias relativa al crédito frente la entidad vinculada, por las razones alegadas por la Inspección. Sin embargo, concede que, en virtud del principio de regularización íntegra, el acuerdo de liquidación debió reconocer de oficio el derecho a la deducción del gasto en el ejercicio en que se produjo la liquidación de la sociedad deudora. En este sentido, se remite a sus sentencias de 21 de diciembre de 2020, Recurso Núm. 602/2017 y de 22 de enero de 2021, Recurso Núm. 603/2017.

1.2.  Amortizaciones








	Descripción:
	Resolución Tribunal Económico-Administrativo Central de 23 de noviembre de 2021



	Referencia:
	N.º Resolución 1135/2019



	Autor:
	Juan José Benavent Silvestre





Resumen


A efectos de la aplicación del método de amortización según tablas del IS (incluso, aplicando el régimen de «bienes usados», duplicando el porcentaje máximo de amortización), no es preciso considerar valor residual alguno de la construcción, pues los sistemas de amortización presuponen que las cantidades dotadas resultantes de su aplicación responden a la «depreciación efectiva» del bien y, en este caso, el sistema prevé que se agote la amortización de la construcción íntegramente, sin que deba considerarse valor residual alguno.

Principales mensajes


«(…) cuando el "valor de la construcción" de un edificio administrativo, comercial, de servicios y vivienda, o una parte de los mismos, es decir su precio de adquisición excluida la parte del mismo correspondiente al valor del suelo, se amortice en un plazo de 100 años, esa amortización agotará íntegramente ese "valor de la construcción", sin que deba tenerse en cuenta "valor residual" alguno».

«(…) si una entidad amortiza sus edificios administrativos, comerciales, de servicios y viviendas con los coeficientes de Tablas, las amortizaciones que resulten de aplicar esos porcentajes al valor de la construcción de los mismos responderá a su "depreciación efectiva" y, por tanto, serán unos importes deducibles en su integridad en el ejercicio en cuestión; sin que tal conclusión pueda verse perjudicada porque deba aplicarse, si es que es el caso, el régimen previsto para bienes usados para bienes usados en el artículo 2.4 del Reglamento del Impuesto».

Comentario


La entidad recurrente amortizó en 2010 contable y fiscalmente sus inmuebles (bienes usados) aplicando el coeficiente lineal del 4% sobre el total del valor de la construcción, al entender que al final de su amortización no iban a tener valor residual alguno.

Sin embargo, la Inspección consideró, con apoyo en un informe del Gabinete Técnico y de Valoraciones, que la base de la amortización fiscalmente deducible de dichos inmuebles debía reducirse en el «valor residual» que el «valor de la construcción» de cada uno de esos inmuebles tuviese al finalizar su amortización. La regularización consistió en negar la deducibilidad de las cuantías correspondientes a tales valores residuales, que fueron fijados por la Jefa del Gabinete Técnico y de Valoraciones.

El TEAC, que califica como insólito el ajuste realizado por la Inspección, lleva a cabo un detallado análisis de los antecedentes históricos y legislativos de la amortización desde un punto de vista económico, contable, mercantil, de los Planes Generales de Contabilidad y finalmente fiscal. Tras ello, llega a la conclusión de que estimar el eventual valor residual que una entidad podría obtener en el momento actual por la venta de un inmueble tras su vida útil (e.g. 100 años) resulta laborioso, inalcanzable e impreciso.

En este sentido, atendiendo a la tendencia de simplificación de la regulación en materia de amortización fiscal y del funcionamiento de la misma, el TEAC acaba concluyendo que no debe considerarse la existencia de valor residual a efectos de la amortización del valor de la construcción de edificios y que, en la medida en que el contribuyente amortice sus edificios con base en los coeficientes oficiales de tablas, dichos importes serán deducibles en su integridad.

1.3.  Gastos financieros








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Supremo de 8 de febrero de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 3071/2019



	Autor:
	Sergio Ramírez Soto





Resumen


Los intereses de demora, sean los que se exijan en la liquidación practicada en un procedimiento de comprobación, sean los devengados por la suspensión de la ejecución del acto administrativo impugnado, tienen la consideración de gasto fiscalmente deducible, atendida su naturaleza jurídica; en particular, están correlacionados con los ingresos, y no son sanciones, ni donativos o liberalidades, ni gastos derivados de actuaciones contrarias al ordenamiento jurídico.

Principales mensajes


«Los intereses de demora no tienen naturaleza sancionadora (…). Es evidente que tampoco son donativos o liberalidades (…). En todo caso, los intereses de demora constituyen una obligación accesoria, tienen como detonante el incumplimiento de la obligación principal, pero, en sí mismos considerados, no suponen un incumplimiento; al revés, se abonan en cumplimiento de una norma que legalmente lo exige».

Comentario


A juicio del TS, tanto al amparo del TRLIS como bajo la vigente LIS, los intereses de demora tienen la naturaleza de obligación tributaria accesoria ex art. 25 LGT y son gasto fiscalmente deducible en el IS.

El TS fundamenta su conclusión en, principalmente, los argumentos que se exponen a continuación:


	
—  En primer lugar, el TS señala que los intereses de demora tienen por objeto compensar por el retraso en el cumplimiento de una obligación tributaria principal y tienen, por ello, carácter indemnizatorio (y no sancionador). Por tanto, no se incluyen en la letra c) del art. 14 TRLIS (actual art. 15.c) LIS).

	
—  En segundo lugar, el pago de los intereses de demora es una obligación impuesta al deudor por el propio ordenamiento jurídico, teniendo carácter ex lege. Por ello, su pago no deriva del animus donandi o de voluntariedad.

	
—  En tercer lugar, el TS establece que el pago de los intereses de demora no deriva de «actuaciones contrarias al ordenamiento jurídico»; al contrario, se abonan en cumplimiento de varios preceptos legislativos que así lo imponen a los contribuyentes, como antes se ha señalado. A este respecto, aclara el TS que no puede equipararse sin más a tales actuaciones cualquier incumplimiento del ordenamiento tributario, por lo que ha de acotarse su significado y evitarse interpretaciones expansivas, ya que esa expresión remite solo a cierto tipo de actuaciones, vg. sobornos y otras conductas similares.

	
—  Adicionalmente, el TS señala que no ve que los intereses de demora no estén correlacionados con los ingresos, sino que están conectados con el ejercicio de la actividad empresarial.



Por todo ello, el TS concluye que los intereses de demora incluidos en la liquidación practicada en el contexto de un procedimiento de inspección o de comprobación, y también los devengados por la suspensión de la ejecución del acto administrativo impugnado, tienen la consideración de gasto fiscalmente deducible, tanto bajo el TRLIS como bajo la actual LIS.

Recientemente, el Alto Tribunal ha reiterado este criterio en su sentencia de 17 de noviembre de 2021, Recurso Núm. 1016/2020. En ella, el TS repite los argumentos expuestos y se consolida como jurisprudencia la deducibilidad de los intereses de demora en el IS.








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 19 de julio de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 263/2018



	Autor:
	Andrés Delgado Llano





Resumen


Las operaciones apalancadas han de examinarse caso por caso a fin de determinar si los motivos fiscales son preponderantes. El hecho de que la financiación se acabe trasladando a la entidad adquirida es una de sus notas características y no constituye una anomalía, ni es constitutivo per se de simulación; tampoco resulta anómala la reinversión de los accionistas vendedores. Corresponde a la Administración probar la motivación preponderantemente fiscal de la operación y desvirtuar las alegaciones del contribuyente.

Principales mensajes


«(…) el examen de operaciones del tipo de la aquí enjuiciada ha de hacerse (…) "caso por caso, (examinando) cuales son los objetivos o designios perseguidos por la operación para determinar si los fiscales son los preponderantes, puesto que sólo si se llega a esa convicción podrá concluirse que la fusión apalancada no se realizó por motivos económicos válidos"».

«Ello implica, a su vez, que deban evitarse los apriorismos de todo tipo al realizar ese concreto y casuístico examen, huyendo de posiciones extremas que descarten de raíz la legalidad de este tipo de operaciones o que la presupongan en todos y cada uno de los casos considerados».

«Si el análisis comienza asumiendo como anómalo algo que es inherente y típico en este tipo de operaciones, y que no por ello le hace merecer el rechazo de su ajuste a la legalidad (…) dicho análisis queda viciado gravemente de origen (…)».

Comentario


La Inspección rechazó la deducibilidad de los intereses derivados de una deuda incurrida por un vehículo de compra (NewCo) para la adquisición de una entidad (target), que acabó absorbiendo a la adquirente.

En particular, determinó la existencia de simulación dada la anomalía que, a su juicio, representaba el hecho de que la deuda que financió parcialmente la adquisición de las acciones de la target acabase ubicada en esta, así como que los accionistas vendedores reinvirtiesen adquiriendo un 50% del vehículo de compra. Calificó la conducta como infracción tributaria muy grave por la concurrencia de medios fraudulentos (sociedad interpuesta) e impuso al contribuyente una fuerte sanción. Este criterio fue refrendado en la vía económico-administrativa.

En esta sentencia, la AN acoge las alegaciones realizadas por el contribuyente y rechaza la postura administrativa. Hace un repaso de la configuración jurisprudencial del instituto de la simulación en el ámbito tributaria. Asimismo, encuadra la operación realizada dentro del concepto mercantil de compra apalancada (leveraged buy out o LBO), y repasa la jurisprudencia relativa a este tipo de operaciones y, en particular, la relativa a las fusiones apalancadas, destacando la existencia de ventajas fiscales y no fiscales en ellas. Concluye que, a la luz de lo anterior, el examen de este tipo de operaciones debe hacerse caso a caso, con el fin de determinar si los motivos fiscales son preponderantes frente al resto.

La AN rechaza que constituya una anomalía que en las operaciones apalancadas la deuda se ubique en la sociedad adquirida, por ser precisamente este efecto una de las notas que las caracteriza. Y rechaza igualmente que haya anomalía en la reinversión por parte de los accionistas originales, ni en el contexto general de las fusiones apalancadas, ni en el concreto caso, donde consta un informe pericial que acredita que dicha reinversión tiene una justificación económica y que no es anómala.

Finalmente, reprocha a la Administración tributaria la insuficiente acreditación de la motivación fiscal preponderante que alega, así como que la operación tuviese como objetivo obtener una ventaja fiscal ilícita, no aportando a este último respecto contraargumentos plausibles que resten razonabilidad a la tesis del contribuyente de que podría haber obtenido el mismo efecto fiscal por vías alternativas (e.g. consolidación fiscal).

1.4.  Imputación temporal








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 26 de enero de 2021



	Referencia:
	N.º Resolución 2297/2020



	Autor:
	Mariano Pérez de Ayala Mercado





Resumen


El TEAC reitera su criterio en relación con el periodo impositivo en el que han de tener efecto los errores contables en que se hubiese incurrido en ejercicios anteriores. Así, el error contable tendrá efectos sobre las cuentas anuales del ejercicio en el que se detecte y, por tanto, afectará a la base imponible del IS de dicho ejercicio.

Principales mensajes


«1. En caso de apreciación de errores contables en un ejercicio posterior a la formulación de las cuentas anuales correspondientes a aquel, el error se subsanará en el ejercicio en que se detecte.

2. No procediendo, en consecuencia, la modificación del resultado contable del ejercicio en que se produjo el error, la base imponible del Impuesto sobre Sociedades, determinada a partir de dicho resultado, no debe modificarse.

3. El error contable tendrá efectos sobre las cuentas anuales del ejercicio en el que se detecte y, por tanto, afectará al Impuesto sobre Sociedades de dicho ejercicio».

«Y qué duda cabe de la necesariedad de aplicar la normativa contable en el ámbito de un tributo cuya base imponible se determina partiendo precisamente del resultado contable».

Comentario


El TEAC reitera el criterio manifestado en sus Resoluciones de 13 de enero de 2016 y 2 de junio de 2015, RG 3851-12 y RG 6124-13, sobre el efecto de los errores contables en la base imponible del IS.

En el caso que nos ocupa, el contribuyente, después de la formulación de las cuentas anuales de 2016 y de la autoliquidación del IS de dicho período, advierte el error en la contabilización de una operación, lo que le lleva a reformular en 2017 las cuentas anuales del ejercicio anterior. La entidad procedió a presentar solicitud de rectificación de su autoliquidación del IS del ejercicio 2016, señalando que había registrado como ingreso contable un importe que debió contabilizarse con cargo a cuentas de patrimonio y, en consecuencia, no formaría parte de la base imponible de dicho impuesto.

El TEAC toma como base la NV. 22ª del RD 1514/2007 (PGC), que no prevé que el error contable tenga efectos retroactivos en el ejercicio que se originó, así como los criterios generales de determinación de la base imponible y de imputación temporal del IS (arts. 10 y 11 LIS), para concluir que debe seguirse el criterio contable y, en caso de apreciación de errores de un ejercicio anterior, el error debe subsanarse en el ejercicio en que se detecte y no en el anterior, no procediendo, por tanto, la modificación de la base imponible del IS vía rectificación de la autoliquidación del ejercicio en el que se produjo el error contable.

Con posterioridad a la presente Resolución, en su sentencia de 25 de octubre de 2021 (recurso Núm. 6820/2019), el TS se ha manifestado en línea del criterio del TEAC, señalando que cuando se comete un sustancial error en la contabilidad no es posible reformular las cuentas anuales del ejercicio errado ni, como corolario lógico, proceder a la rectificación de la declaración fiscal por el IS.

Asimismo, para el TS, la Administración tributaria, respecto de los datos contables consignados en las cuentas registradas y depositadas, puede y debe, interpretando la ley y los reglamentos aplicables, decidir conforme a tales normas el periodo fiscal a que deben imputarse los efectos de la modificación efectuada, sin que el poder certificante del registrador mercantil pueda interferir o condicionar esa facultad administrativa.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 22 abril de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 5301/2019



	Autor:
	Rubén Castillo Merino / Pablo Moliné Bagüés





Resumen


Según la interpretación que el TEAC realiza del art. 15.4 TRLIS (art. 17.6 LIS), los socios de las sociedades que reduzcan capital únicamente incluirían en su base imponible las rentas recibidas que excedan del valor contable de toda la participación poseída y no solo del de la participación anulada. La imputación de la renta derivada de la reducción de capital sigue así un ritmo distinto al marcado por la contabilidad, produciéndose un diferimiento de la tributación.

Principales mensajes


«Consiste el objeto de la presente controversia en determinar si el valor de mercado de lo recibido por el obligado tributario tras la operación de reducción de capital ha de minorar el valor contable total de la participación, como pretende el interesado, o bien la parte de la participación afectada por la reducción, como pretende la Inspección».

«Una segunda interpretación es que cualquiera que sea la forma en la que se instrumente la reducción de capital, el valor de mercado de lo percibido reduce el valor fiscal de toda la participación hasta anular dicho valor, siendo el exceso renta a integrar en la base imponible del socio […].

Esta interpretación se entiende que no sólo se ajusta en mayor medida a la literalidad de la normativa del IS, sino que, además, es la que determina una tributación más ajustada a la realidad económica de estas operaciones […]».

Comentario


El art. 15.4 TRLIS, que se corresponde con el actual art. 17.6 LIS, establece que «en la reducción de capital con devolución de aportaciones se integrará en la base imponible de los socios el exceso del valor de mercado de los elementos recibidos sobre el valor fiscal de la participación […]».

En relación con la valoración de la participación una vez realizada la reducción de capital con la devolución de aportaciones, podrían existir dos interpretaciones, en la medida que la normativa del IS no se pronuncia expresamente sobre ello.

La primera de ellas, defendida por la Inspección en el caso analizado por el TEAC, consistiría en interpretar que el valor de mercado de lo devuelto minora el valor fiscal de las participaciones afectadas por la reducción de capital hasta anular dicho valor, siendo el exceso renta a integrar en la base imponible.

Una segunda interpretación, defendida por el contribuyente, consideraría que el valor de mercado de lo percibido reduce el valor fiscal de toda la participación hasta anular dicho valor, siendo el exceso renta a integrar en la base imponible del socio (salvo que se pueda aplicar la exención para evitar la doble imposición).

Este segundo criterio supondría la existencia de una diferencia entre la norma fiscal y contable en cuanto a la valoración de este tipo de operaciones.

A este respecto, concluye el TEAC que el citado precepto existe para que fiscalmente la imputación de la renta derivada de la reducción de capital siga un ritmo distinto al marcado por la contabilidad, produciéndose un diferimiento de la tributación.

Por lo tanto, esta segunda interpretación sería, según el TEAC, la que más se ajustaría a la literalidad de la normativa del IS y la que determina una tributación más ajustada a la realidad económica de estas operaciones.

El TEAC reitera así el criterio de su resolución de 11 de marzo de 2019, R.G. 2276/16. Este criterio se deduciría también de la consulta de la DGT Núm. V3340-14, de 16 de diciembre, relativa a un caso de distribución de prima de emisión, cuyo régimen fiscal es similar al de la reducción de capital con devolución de aportaciones (salvo en el caso de que la entidad participada sea una IIC no sometida al tipo general de gravamen).








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de mayo de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 1208/2020



	Autor:
	Mariano Pérez de Ayala Mercado





Resumen


El art. 19.6 TRLIS (actual art. 11.6 LIS) es una regla de imputación temporal de la reversión del deterioro o corrección de valor de un activo y no una norma antiabuso. No cabe que la Administración tributaria fuerce artificiosamente el sentido y finalidad de una norma de imputación temporal para convertirla en una disposición antiabuso genérica, para imputar un rendimiento o ganancia a la transmitente española solo para mantener o retener la posibilidad de gravamen.

Principales mensajes


«Si la Administración apreciara visos concretos y precisos de fraude o evasión fiscal, puede aplicar las disposiciones internas antiabuso, pero el art. 19.6 TRLIS no lo es. Además, esa valoración debe someterse a los requisitos procedimentales imperativos, en que se dé oportunidad a la entidad sometida a sospecha —que no puede ser automática ni general— de alegar y acreditar lo que considere, expresando razones o motivos válidos en derecho sobre la procedencia de sus operaciones y actos bajo el principio general de libertad».

«Expresado de otro modo, no cabe forzar artificiosamente el sentido y finalidad de una norma de imputación temporal para convertirla en una disposición antiabuso genérica, cambiando su interpretación para imputar un rendimiento o ganancia —el derivado de la reversión— a la entidad radicada en España, solo para mantener o retener la posibilidad de gravamen».

Comentario


El TS casa la SAN de 14 de noviembre de 2019, Recurso Núm. 238/2016.

La cuestión sometida a casación es la de si, en el caso de transmisión de un elemento patrimonial que fue objeto de una corrección valorativa por deterioro y que posteriormente recupera valor, esta recuperación de valor debe gravarse en sede de la transmitente española que dedujo la pérdida o en la entidad vinculada, residente en Alemania, que adquirió el activo.

La AN había resuelto que dicha recuperación debía integrarse, en todo caso, en la entidad que practicó la corrección y sufrió la pérdida. El TS, sin embargo, resuelve a favor de que el deterioro se incorpore por la titular de los bienes en el momento de la recuperación de valor, con la posible pérdida de soberanía fiscal de la Administración española en caso de que el titular resida en otro estado.

Además de resolver dicha cuestión, el TS pone especial énfasis en defender que el art. 19.6 TRLIS (art. 11.6 LIS) no es una norma antiabuso, sino una regla de imputación temporal que, como tal, resulta clara y no requiere de una interpretación distinta.

El precepto dispone y así debe entenderse que la reversión, como contrarius actus de la depreciación del valor de los elementos patrimoniales, se debe imputar en el período impositivo en que la misma se produzca, sea en la entidad que practicó la corrección o en otra vinculada con ella. Esto es, define el cuándo de la imputación y, de forma derivada o indirecta, el quién, coincidente con el titular de los bienes al tiempo de la reversión o recuperación.

Si la Administración aprecia indicios de fraude o evasión fiscal, podría aplicar las disposiciones internas antiabuso, pero el art. 19.6 TRLIS no lo es. Además, esa valoración debe someterse a los requisitos procedimentales imperativos, ofreciendo la oportunidad a la entidad bajo sospecha —que no puede ser automática ni general— de alegar y acreditar lo que considere.

El TS insiste en que no cabe forzar artificiosamente el sentido y finalidad de una norma de imputación temporal para convertirla en una disposición antiabuso genérica, cambiando su interpretación para imputar la renta derivada de la reversión a la entidad radicada en España, solo para mantener o retener la posibilidad de gravamen.








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 20 de mayo de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 1106/2017



	Autor:
	Andrés Delgado Llano





Resumen


No se puede pretender alterar, mediante la solicitud de rectificación de la autoliquidación, los efectos tributarios de una compraventa que en su día se declaró correctamente por el hecho de que, años después, las partes decidan rebajar con carácter retroactivo el precio de aquella. Lo que subyace de fondo es un problema de cumplimiento del contrato de compraventa, ajeno al ámbito tributario.

Principales mensajes


«(…) el fondo de la petición de rectificación subyace en un problema de cumplimiento del contrato de venta de las participaciones, que es ajeno a los efectos tributarios de la operación llevada a cabo en 2006, correctamente autoliquidada, pues se basó en un real incremento patrimonial producido en aquella fecha y por aquella operación. Por ello, resulta completamente ajustada a derecho la respuesta de la AEAT».

«Cuestión diferente hubiera sido la anulación de la transmisión en 2006 a través de la intervención de los tribunales; pero en este caso, por lo que se ve, el hipotético perjuicio que la pérdida de valor hubiera podido producir (si es que se produjo en 2010) no al transmitente, sino al adquirente, se ha querido paliar no mediante la reclamación del adquirente frente al transmitente, sino minorando la deuda tributaria ya satisfecha, es decir, se ha querido cargar sobre las espaldas de la devolución de ingresos indebidos (…)».

Comentario


El contribuyente transmitió en 2006 las participaciones de una entidad, generando una plusvalía que integró en su base imponible del IS de dicho período. El precio de la compraventa se basó en una tasación de los inmuebles de la citada entidad, realizada por una empresa tasadora.

En 2010, solicitó la rectificación a la baja de la citada autoliquidación por haberse producido un «cambio trascendental e imprevisible en el valor de dichos activos» (causada por la entrada en vigor de la nueva Ley del Suelo de 2007) que había hecho disminuir drásticamente el valor de las participaciones, rompiendo el equilibrio de las prestaciones pactadas y alterando la base y presupuestos de su transmisión. A raíz de ello, las partes habían decidido rebajar, con efectos retroactivos, el precio de la compraventa y, por tanto, la plusvalía derivada de la operación sería menor, lo que justificaba a entender del contribuyente la devolución de ingresos indebidos, previa rectificación de la autoliquidación original.

La Administración tributaria denegó la pretensión descrita, por entender que la minoración del precio pactado y, por tanto, de la plusvalía, deriva de un nuevo pacto entre las partes acordado en 2010 que en nada afecta a lo acaecido en el ejercicio 2006, que se había autoliquidado correctamente. Este criterio fue confirmado en la vía económico-administrativa.

La AN acoge también la tesis de la Administración tributaria y rechaza que pueda rectificarse una tributación que, en su día, fue correcta y ajustada a la normativa entonces vigente. En 2010 lo que se dio fue un nuevo acuerdo, con las implicaciones que ello tenga en este otro ejercicio, pero que no puede afectar a la operación de 2006. Añade, además, que el fondo del asunto es un problema de cumplimiento de contrato, ajeno al ámbito tributario.

De esta forma, la AN decide desestimar la pretensión del contribuyente, al entender que no puede dejarse a voluntad de los contribuyentes los efectos tributarios que provienen de hechos o actos jurídicos, tal como ya establece el art. 17.5 LGT y, menos aún, otorgar a estos pactos efectos retroactivos que vengan a modificar una autoliquidación realizada correctamente.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 22 septiembre de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 1186/2020



	Autor:
	Rubén Castillo Merino / Pablo Moliné Bagüés





Resumen


La imputación temporal de la renta generada por una transmisión de inmuebles, consecuencia de la liquidación y disolución de una sociedad, debe realizarse el momento en que civilmente se pueda entender producida la transmisión de la propiedad del bien, que será el de otorgamiento de la escritura pública, independientemente del momento en el que se produzca la inscripción de la extinción de la persona jurídica en el Registro Mercantil.

Principales mensajes


«[…] es con el otorgamiento de la escritura pública cuando se produce la transmisión del dominio siempre que se respete la teoría del título y el modo que rige en el derecho español».

«[…] a la fecha de otorgamiento de la escritura pública se produjo la transmisión de la propiedad de los inmuebles (esto es, la entrada patrimonial de los bienes en los adjudicatarios) y, consecuentemente, la variación patrimonial en sede de XZ SL (esto es, la salida patrimonial de los citados inmuebles), no generándose de este modo ningún lapso jurídico en el que el bien se encontrara en situación de non domino.

Por tanto, en ningún modo es relevante cuándo se inscribió tal escritura en el Registro Mercantil en tanto que la transmisión de la propiedad de tales inmuebles se produjo con la propia escritura y […] la inscripción en el Registro de la Propiedad es meramente declarativa y no constitutiva […]».

Comentario


La cuestión jurídica objeto de debate en la resolución ahora analizada es la valoración de cuándo procede la imputación temporal de la ganancia patrimonial generada como resultado de la adjudicación de bienes inmuebles por la disolución con liquidación de una persona jurídica.

En concreto, si ésta se produce en el año 2005, periodo en el que se lleva a cabo la elevación a público del acuerdo en el que se declaraba la disolución de la sociedad y se adjudicaban a los socios los distintos elementos del activo y del pasivo (entre los que se encontraban los inmuebles generadores de la ganancia patrimonial controvertida), o en el año 2006, periodo de presentación de la escritura en el Registro Mercantil y, conforme a la regulación del Reglamento del Registro Mercantil, momento de eficacia temporal de la inscripción.

Pues bien, el Tribunal, reiterando el criterio que ya había recogido en resoluciones anteriores (R.G. 1612/2007 y R.G. 5421/2008) concluye que es con el otorgamiento de la escritura pública cuando se produce la transmisión del dominio, siempre que se respete la teoría del título y el modo que rige en el Derecho español.

Así, el TEAC indica que «ex artículo 1.462 del Código Civil es indiscutible que la adquisición de la propiedad, en tanto aplicable la teoría del título y modo, se produjo con el otorgamiento de la escritura al prever esta, específicamente, que "se le adjudican" a cada socio ciertos bienes, entre otros, los inmuebles aquí controvertidos».

Derivado de lo anterior, la transmisión civil de la propiedad de los inmuebles y, por lo tanto, la salida de los mismos del patrimonio de la sociedad, se produce en el ejercicio 2005, fecha del otorgamiento de la escritura pública.

Por tanto, a los efectos de determinar cuándo debe imputarse la indicada ganancia patrimonial, es irrelevante el momento en el que dicha escritura se termina inscribiendo en el Registro Mercantil y, por tanto, que los efectos de la disolución se produzcan con «la inscripción de la escritura (y que, a su vez, la inscripción constará con fecha del asiento de presentación ex artículo 55 del Reglamento de Registro Mercantil)».








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de octubre de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 6820/2019



	Autor:
	Luis Casarrubios





Resumen


El período impositivo en que ha de considerarse que opera la reformulación de las cuentas anuales depositadas en su día respecto de un ejercicio anterior es el correspondiente a aquel en que se realiza la reformulación por exigirlo así las normas contables de aplicación, en particular la Norma de Valoración 22ª del PGC y por incorporar la propia configuración que de la base imponible del IS hace el art. 10 LIS los principios, criterios y normas contables.

Principales mensajes


«[…] el periodo impositivo en el que ha de considerarse que opera la reformulación de las cuentas anuales llevada a cabo, con rectificación de las ya depositadas, en su día, en relación con un ejercicio anterior, con posterior inscripción en el Registro Mercantil, ha de ser el correspondiente a aquél en que se realiza la rectificación, por así exigirlo las normas contables de aplicación, en particular la norma 22ª de valoración del Plan General de Contabilidad aplicable al caso.

(…) A tal efecto, no obsta que el artículo 10.3 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades (equivalente al artículo 10.3 de la Ley 43/1995, aplicable al caso), establezca que la base imponible del tributo referido se calcula a partir de la contabilidad mercantil aprobada por el sujeto pasivo, toda vez que la propia configuración de la base imponible incorpora los principios, criterios y normas contables».

Comentario


En 2010, el contribuyente procedió a reformular las cuentas anuales del ejercicio 2004. Tras ello, instó la rectificación de su autoliquidación del IS de dicho período, solicitando que se tuviese en cuenta como deducible un gasto, incluido en la reformulación, por la dotación a sendas provisiones de cartera, consecuencia de la disminución del valor de entidades dependientes. La Administración tributaria desestimó dicha solicitud.

El recurso presentado trata sobre la posibilidad de rectificar autoliquidaciones del IS, no prescritas, como consecuencia de un error contable detectado relativo a un ejercicio anterior, tras la correspondiente reformulación de las cuentas anuales de dicho ejercicio.

El TS entiende pertinente la denegación, considerando que el periodo impositivo en el que ha de considerarse que opera la reformulación de cuentas anuales llevada a cabo, con rectificación de las ya depositadas, en su día, en relación con un ejercicio anterior, con posterior inscripción en el Registro Mercantil, ha de ser el correspondiente a aquél en que se realiza la rectificación, por así exigirlo las normas contables de aplicación, en particular la Norma de Valoración 22ª del PGC aplicable al caso.

A tal efecto, no obsta que el art. 10.3 TRLIS (equivalente al art. 10.3 de la Ley 43/1995, aplicable al caso), establezca que la base imponible del tributo referido se calcula a partir de la contabilidad mercantil aprobada por el sujeto pasivo, toda vez que la propia configuración de la base imponible incorpora los principios, criterios y normas contables.

Así, a juicio del TS, la regla de imputación temporal de ingresos y gastos prevista en el art. 19 TRLIS (actualmente recogido en el art. 11 LIS) obliga a la Administración tributaria a denegar una solicitud de rectificación de la autoliquidación formulada en los términos examinados en este caso.

Asimismo, aclara la Sala que el depósito de las cuentas anuales (originarias o reformuladas) no atribuye presunción de veracidad o validez a dichas cuentas, ni su ajuste con la realidad reflejada contablemente.

El TS justifica también, en última instancia, su posición en que la tesis del contribuyente abriría la puerta a un riesgo cierto de fraude si se generalizase la práctica de modificar libremente las cuentas anuales aprobadas y depositadas, sin más límite que el plazo de prescripción de la facultad de solicitar devoluciones fiscales.

1.5.  Reducción por reserva de capitalización








	Descripción:
	Resolución Tribunal Económico-Administrativo Regional de Cantabria de 30 de septiembre de 2020



	Referencia:
	N.º Resolución 39/01113/2020



	Autor:
	Juan José Benavent Silvestre





Resumen


El importe de la partida de «Dividendo a Cuenta» no afecta al cálculo de la base de reducción por reserva de capitalización del propio ejercicio. De lo contrario, se estaría descontando dos veces, al haber minorado ya dicha partida la determinación contable de los fondos propios a fin de ejercicio. Sí afectará, sin embargo, a la determinación del incremento de los fondos propios del ejercicio siguiente, que será menor que si no se hubiese distribuido el dividendo a cuenta.

Principales mensajes


«Por tanto, el cálculo coherente y correcto, ajustado a la normativa, sería, partiendo de los fondos propios calculados contablemente —en los que ya se habrá incluido el dividendo a cuenta con signo negativo—, excluir adicionalmente, en aplicación del artículo 25.2, el resultado del propio ejercicio pero no teniendo en cuenta la parte del mismo que, precisamente, se ha acordado distribuir como dividendo a cuenta, pues este importe ya minoró los fondos propios calculados conforme a la norma contable.

Por consiguiente, la distribución de dividendos en el propio ejercicio a cuenta de los resultados de ese mismo ejercicio no afecta a la base de reducción de la reserva de capitalización del propio ejercicio, pero sí afectaría a la determinación del incremento de los fondos propios del período impositivo siguiente, que será menor respecto de lo que hubiese resultado de no haberse realizado tal distribución de dividendos a cuenta».

Comentario


El asunto que se discute ante el TEAR de Cantabria es si, a efectos del cálculo de la base de reducción por reserva de capitalización, la partida «Dividendo a Cuenta» debe tenerse en cuenta o no a la hora de calcular los fondos propios a fin de ejercicio. Frente al criterio afirmativo mantenido por la Administración tributaria, el contribuyente alega que dicha partida no afecta al cálculo de la reserva de capitalización del propio ejercicio sino, en su caso, a la del ejercicio siguiente.

El TEAR acoge la postura del contribuyente, puesto que el importe de la partida «dividendo a cuenta» correspondiente al acuerdo de reparto de beneficios del propio ejercicio, y que se integra con signo negativo en los fondos propios a fin de ejercicio, ya está excluido de la determinación de los fondos propios a fin de ejercicio, al excluirse los resultados del propio ejercicio en aplicación de lo dispuesto en el art. 25.2 LIS.

Razona el TEAR que, no siendo afectado el importe de la reducción por el hecho de que los resultados del propio ejercicio sean positivos o negativos, tampoco puede hacerlo el hecho de que se distribuyan dividendos a cuenta del resultado obtenido en el propio ejercicio. Lo contrario implicaría que el importe del dividendo a cuenta del propio ejercicio se descontase dos veces, primero por la pura mecánica del cálculo contable de los fondos propios, y luego por la expresa exclusión fiscal del art. 25.2 LIS, pues el dividendo a cuenta lo es, precisamente, «a cuenta» de los beneficios del propio ejercicio, de los que procede y en los que está incluido.

Al hilo del caso, el TEAR recuerda la discusión que se generó en torno a si, para el cálculo de la reserva de capitalización, la propia reserva de capitalización debía considerarse o no en el cálculo de los fondos propios al inicio y final del periodo impositivo, dudas que finalmente solventó la AEAT en el sentido de considerar que sí forma parte de los fondos propios a tales efectos.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 22 de septiembre de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 02984-2021



	Autor:
	Cristina Martos Ayala





Resumen


A la hora de aplicar la reducción en la base imponible correspondiente a la reserva de capitalización prevista en el art. 25 LIS, cuando existen cantidades pendientes de aplicar procedentes de periodos anteriores junto con la generada en el propio período, el sujeto pasivo podrá aplicarlas en el orden que quiera, pues no hay nada establecido sobre que unas u otras tengan que aplicarse primero.

Principales mensajes


«Pues bien, este Tribunal considera que con las previsiones de: (I) que el incentivo generado cada año es independiente de los que hayan podido generarse en períodos anteriores, o de los que puedan generarse en períodos sucesivos; (II) que las cantidades del incentivo —el derecho a la reducción— generadas en un determinado período sólo podrán ser objeto de aplicación en ese período y/o en los períodos impositivos que finalicen en los 2 años inmediatos y sucesivos; y (III) que no pueda reservarse para períodos posteriores una parte o todo del incentivo aplicable en un determinado período, porque lo que pudiendo aplicarse, no se aplica, se pierde; se cumple esa pretensión de la norma de que el incentivo se aplique necesariamente con una manifiesta cercanía al momento en que se haya producido la autofinanciación que se incentiva».

Comentario


El Director de Departamento de Inspección de la AEAT presenta ante el TEAC recurso extraordinario de alzada para la unificación de doctrina frente a una resolución del TEAR de Cantabria. La controversia se refiere a la existencia o no de un orden de prelación a la hora de reducir la base imponible por reserva de capitalización y, en concreto, sobre si hay obligación o no de aplicar en primer lugar la reducción generada en el propio ejercicio y, posteriormente, la generada en los dos periodos inmediatos anteriores que estuviera pendiente de aplicación.

El TEAC, siguiendo la resolución recurrida, resuelve que no existe tal prelación.

Así, el TEAC considera que no puede utilizarse como referencia el criterio fijado por la DGT en su Resolución de 16 de julio de 2012 sobre la limitación a la deducibilidad de gastos financieros en el IS para extrapolarlo al límite previsto para la reserva de capitalización, pues esta última medida constituye un beneficio fiscal y la primera una carga fiscal dirigida a reducir el déficit público.

Por otro lado, la literalidad del art. 25 LIS evita que una entidad pueda reservarse para períodos posteriores una parte o todo del incentivo aplicable en un determinado período, si esa parte o todo puede aplicarse en el mismo. Es decir, lo que pudiendo aplicarse en un período no se aplica, se pierde. En este sentido, el TEAC defiende que su interpretación es compatible con el criterio mantenido por la DGT en las consultas Núm. V4765-16, de 10 de noviembre y V4163-15, de 30 de diciembre, según las cuales «solo se permite dejar pendientes cantidades a futuro cuando existe insuficiencia de cuota». Pero nada dice el art. 25 LIS sobre que haya que aplicar primero el incentivo generado en el período y, posteriormente, los pendientes de ejercicios anteriores.

Finalmente, alega el Director recurrente que su interpretación redunda en beneficio del contribuyente, pero en realidad es al contrario, pues aplicar la reducción generada en el propio periodo impositivo y sólo después, si caben, las procedentes de períodos anteriores conlleva que el obligado tributario pueda perder estas, dado el límite de dos períodos sucesivos para su aplicación.

1.6.  Compensación de bases imponibles negativas








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 18 de febrero de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 34/2018



	Autor:
	María Alejandra Reyes Arnedo





Resumen


La AN reitera su criterio sobre el distinto régimen legal al que están sometidas las declaraciones y las autoliquidaciones tributarias, no siendo aplicable a estas últimas (ni, por tanto, al derecho a la compensación de BINS) el régimen de las opciones tributarias del art. 119.3 LGT. Invoca también el principio de íntegra regularización, para reconocer así el derecho del contribuyente a que la Inspección le aplique, en el ejercicio regularizado, las BINS que inicialmente había compensado en autoliquidaciones posteriores.

Principales mensajes


«(…) en sentencia de esta Sección, de fecha 11 de diciembre de 2020, rec. 439/2017, se declara, tras razonar sobre la diferenciación del distinto régimen jurídico de la declaración tributaria y la autoliquidación, que:

5. Resulta, por tanto, indiferente si la compensación de BINS es o no una opción tributaria, en los términos previstos en el artículo 119.3 LGT, por la sencilla razón de que este precepto no es aplicable en el caso de rectificación de las autoliquidaciones.

6. (…) la facultad que atribuye el artículo 25 TRLIS (en relación con el artículo 10.1 del mismo texto legal) al obligado tributario de poder compensar las BINS con las rentas positivas de los períodos impositivos que concluyan en los 15 años inmediatamente sucesivos, no encuentra ninguna otra limitación temporal, ni procedimental, y si para solicitarlo se utilizó el cauce de la rectificación de la autoliquidación, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 120.3 LGT, entre cuyos requisitos no se encuentra el que ha justificado la resolución administrativa, que, por tanto, no es conforme a derecho».

Comentario


El contribuyente realizó en el ejercicio 2005 una escisión parcial acogida al régimen de neutralidad fiscal, acogimiento que fue rechazado por la Inspección, resultando la regularización administrativa en una base imponible mayor que la inicialmente declarada (y que había sido compensada en su día con BINs de ejercicios previos).

El contribuyente solicitó la compensación de esa mayor base imponible con las BINS pendientes al cierre del ejercicio 2005. Estas mismas BINS se habían utilizado para compensar la base imponible de un ejercicio posterior al inspeccionado (2008), por lo que el contribuyente solicitó también que esta última pasase a compensarse con BINS generadas en los ejercicios intermedios (2006 y 2007).

La Inspección rechazó esta posibilidad, por entender que el contribuyente ya había ejercitado en su autoliquidación del ejercicio 2008 la opción por la compensación de las BINS que, a resultas de la regularización inspectora, pretendía ahora reasignar al ejercicio 2005. Se basaba, en síntesis, en considerar que la compensación de BINS es la manifestación de una opción tributaria que, una vez ejercitada, no puede rectificarse (sino en los términos del art. 119.3 LGT).

Los tribunales económico-administrativos desestimaron la pretensión del contribuyente de incrementar a posteriori y en función de la actuación administrativa dicho saldo a compensar, pues el propio contribuyente aplicó en su autoliquidación del ejercicio 2008 el saldo o remanente de BINS que en aquel momento tenía a su disposición, por lo que, cuando actuó la Inspección, no existía base efectiva «pendiente de compensar» por la cantidad pretendida, sino por un importe menor (e insuficiente para absorber el incremento de base imponible derivado de la regularización).

La AN, por su parte, estima la compensación de BINS solicitada por el contribuyente, alegando el distinto régimen legal al que están sometidas las declaraciones y las autoliquidaciones tributarias, no siendo de aplicación a estas últimas el concepto de opción tributaria con respecto a las BINs. Reitera así la Sala el criterio de su sentencia de 11 de diciembre de 2020, Recurso Núm. 439/2017 e invoca, además, la STS de 22 de noviembre de 2017, Recurso Núm. 2654/2016, en materia de regularización íntegra, para reconocer el derecho del contribuyente a que la Inspección le aplique, en el ejercicio regularizado, las BINS que inicialmente había compensado en autoliquidaciones posteriores.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Madrid, de 30 de junio de 2021 y Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 22 de septiembre de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso: 1/2021 (TEAR de Madrid) y R.G. 0025/2020 (TEAC)



	Autor:
	Viviana Guimerá O’Donell





Resumen


El TEAR de Madrid y el TEAC mantienen posturas contrapuestas sobre el sometimiento de la compensación de BINS al régimen de las opciones tributarias del art. 119.3 LGT. El TEAR de Madrid aplica la doctrina de la AN favorable a la posibilidad de compensar BINS aun de manera extemporánea, mientras que el TEAC mantiene su criterio desfavorable amparándose en que, a la fecha de su resolución, no le consta pronunciamiento aclaratorio del TS en los distintos recursos de casación planteados.

Principales mensajes


«Este TEAC es conocedor de que la resolución de 4 de abril de 2017, sobre la cual asentamos nuestra doctrina de opciones tributarias en el ámbito de las B.I.N. fue impugnada en la vía contencioso-administrativa, habiendo la Audiencia Nacional dictado sentencia en fecha 11 de diciembre de 2020 (Rec. n.o 439/2017), afirmándose por el citado Tribunal jurisdiccional que la compensación de bases imponibles negativas no constituye una opción tributaria sino un derecho subjetivo. Sin embargo, tal pronunciamiento judicial no es firme al haberse interpuesto frente al mismo recurso de casación ante el Tribunal Supremo por el Abogado del Estado, existiendo, además, sobre la misma cuestión —y es consciente de ello este Tribunal Central— varios Autos del Tribunal Supremo, admitidos a trámite y no resueltos aún».

Comentario


Las resoluciones de estos dos órganos administrativos y sus posturas enfrentadas son un ejemplo de la importancia de la labor del TS a la hora de interpretar las normas de derecho positivo y aportar así seguridad jurídica al contribuyente.

El TEAR, separándose de lo mantenido por el TEAC en Resolución de 4 de abril de 2017, R.G. 1510/2013, y otras concordantes, consideró que el contribuyente puede compensar BINS pendientes de ejercicios anteriores aunque lo haga en una autoliquidación extemporánea, en línea con lo establecido en la SAN de 11 de diciembre de 2020, Recurso Núm. 439/2017.

El TEAC, por su parte, reitera su criterio conforme al cual la compensación de BINS constituye una opción tributaria que debe ejercerse al tiempo de presentarse la autoliquidación o declaración dentro del plazo reglamentario. Fuera de este, únicamente puede ejercerse en supuesto excepcionales que supongan que las condiciones existentes al tiempo de finalizar el citado plazo reglamentario hubieran cambiado respecto a las de BINS existentes. La no presentación de la declaración o autoliquidación en la que debe ejercerse la opción de compensar unas BINS en el plazo señalado para ello equivale a haber optado por no realizar tal compensación, siendo esta decisión inalterable al no restar ya plazo para presentar la referida declaración o autoliquidación.

El TEAC resalta que, a pesar de que su Resolución de 4 de abril de 2017 haya sido anulada por la SAN antes reseñada, este pronunciamiento judicial no es firme puesto que ha sido recurrido en casación por el Abogado del Estado, además de que existen varios autos del TS sobre la misma cuestión, admitidos a trámite y todavía no resueltos. Por ello, en la medida en que aún no le consta pronunciamiento del TS sobre la materia controvertida, el TEAC opta por mantener su criterio.

La STS de 30 de noviembre de 2021, Recurso Núm. 4464/2020 ha venido a aclarar la postura del Alto Tribunal sobre esta cuestión y ha establecido, como doctrina jurisprudencial, que los obligados tributarios tienen el derecho a compensar BINS con las rentas positivas de períodos impositivos posteriores, aun cuando la autoliquidación se presente de manera extemporánea, sin que la decisión de compensarlas o no constituya una opción tributaria de las reguladas en el art. 119.3 LGT.








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Supremo de 22 julio de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 1118/2020



	Autor:
	Rubén Castillo Merino / Pablo Moliné Bagüés





Resumen


El TS rechaza que el plazo de 10 años que el art. 66 bis.2 LGT reconoce a la Administración tributaria para comprobar créditos fiscales pueda extenderse a los contribuyentes, por falta de norma expresa o de principio general que lo sustente.

Por ello, la solicitud de rectificación de la autoliquidación de un ejercicio no prescrito no permite instar el reconocimiento ex novo de BINs supuestamente generadas en ejercicios prescritos (dentro del citado plazo), pero no incluidas en las correspondientes autoliquidaciones.

Principales mensajes


«La solicitud de rectificación de la autoliquidación correspondiente a un ejercicio no afectado por la prescripción […] no permite que el contenido de esa rectificación consista en reconocer ex novo bases imponibles negativas supuestamente generadas en ejercicios prescritos y que no fueron incluidas por el obligado tributario en las autoliquidaciones de esos ejercicios prescritos, ya que no puede extendérsele el mismo plazo que la ley reconoce a la Administración tributaria como facultad para comprobar los ejercicios no afectados por la prescripción, por falta de norma expresa o de principio general que pueda decantarse de tal precepto».

«Esto es, la rectificación permite compensar bases imponibles negativas con las positivas del ejercicio, pero no crear también las bases negativas a efectos de tal compensación».

Comentario


El TS casa la SAN de 21 de noviembre de 2019, Recurso Núm. 1064/2017, en la que se fallaba a favor del contribuyente.

El caso enjuiciado se refería a una entidad que había instado la rectificación de su autoliquidación del IS correspondiente a un ejercicio no prescrito, y solicitado el reconocimiento y aplicación en la misma de las BINS que se habrían generado en ejercicios anteriores si en ellos no se hubieran cometido una serie de errores contables. Estos otros ejercicios se encontraban ya prescritos cuando se presentó la solicitud de rectificación, pero todavía dentro del plazo de 10 años a que se refiere el art. 66 bis.2 LGT.

La Administración tributaria, y posteriormente el TEAC, habían rechazado la solicitud de rectificación por considerar improcedente el reconocimiento de BINS supuestamente generadas y no declaradas en ejercicios ya prescritos, aun cuando se encontrasen dentro del citado plazo de 10 años. Por el contrario, la AN, acogiendo la tesis del contribuyente, consideró que la Administración tributaria debía entrar a resolver sobre lo solicitado, por entender que el derecho del que esta dispone para comprobar los créditos fiscales ex art. 66 bis.2 LGT debía extenderse igualmente al obligado tributario, a fin de evitar la desigualdad y asimetría que de otra manera se generaría.

Ya en casación, el TS rechaza que la solicitud de rectificación de la autoliquidación correspondiente a un ejercicio no afectado por la prescripción permita que, a través de esa rectificación, se puedan reconocer ex novo BINS supuestamente generadas en ejercicios prescritos y que no fueron incluidas por el obligado tributario en las autoliquidaciones de esos ejercicios prescritos, aunque se encuentren dentro del repetido plazo de 10 años.

El TS considera que la interpretación de la AN no se ve sustentada por ninguna norma expresa ni por un principio general del Derecho que, como desliza, ni siquiera se ha pretendido argumentar. También excluye que resulten aplicables al caso de autos el criterio manifestado por la DGT en la consulta Núm. V2400-14, de 11 de septiembre o el invocado principio de regularización íntegra recogido en la sentencia de la propia Sala de 22 de noviembre de 2017, Recurso Núm. 2654/2016, por entender que se refieren a situaciones diferentes a la ahora enjuiciada.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 22 de julio de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 4223/2019



	Autor:
	Luis Casarrubios





Resumen


El TEAC resuelve que el art. 119.3 LGT debe interpretarse «rebus sic stantibus», siendo así posible optar por incrementar las BINS compensadas en una autoliquidación cuando, con posterioridad al plazo allí establecido, aumentan las BINS susceptibles de compensación debido a lo dispuesto en la resolución de un órgano revisor económico-administrativo o contencioso-administrativo. Por el contrario, no es posible disminuir el importe de BINS compensadas originalmente, puesto que, respecto de ellas, el contribuyente ya optó por su compensación.

Principales mensajes


«Lo dispuesto por el artículo 119.3 de la LGT […] reconoce que la posibilidad de optar de nuevo se abre sólo sobre la parte que "de nueva" tenga la situación posterior respecto de la inicial: […] y siempre por un cambio de la situación que haya tenido como causa última una improcedente actuación de la Administración».

«El hecho de que la doctrina anterior especifique que se podrá compensar mediante declaración complementaria o en el marco de actuaciones de aplicación de los tributos no impide que se reconozca en este supuesto, por cuanto nos encontramos en una instancia de revisión derivada de un procedimiento de aplicación de los tributos y un crédito efectivo y real en favor del obligado tributario»..

«La doctrina de este TEAC […] determina que el importe y procedencia […] se fijará cuando se establezca en una resolución que adquiera firmeza […]».

Comentario


La Administración tributaria dictó acuerdo de liquidación incrementando la base imponible del IS del contribuyente correspondiente al ejercicio 2008. Posteriormente, el TEAC dictó una resolución que dio lugar al reconocimiento de una mayor BIN del ejercicio 2006. Una parte de esta nueva BIN se utilizó para compensar la base imponible resultante de la regularización administrativa del ejercicio 2007. El contribuyente solicitó que el importe restante se aplicase a compensar parcialmente el incremento de base imponible del ejercicio 2008, solicitud que fue rechazada.

En línea con lo expresado en su Resolución de 16 de enero de 2019, R.G. 6356/2015, el TEAC matiza el criterio contenido en la resolución de 4 de abril de 2017, R.G. 1510/2013, abordando este supuesto, no contemplado en ella: que una entidad en su autoliquidación no se hubiera compensado BIN alguna o se hubiera compensado menos de las que hubiera podido y, posteriormente, ve como el importe de BINS de períodos anteriores susceptibles de compensación aumenta como consecuencia de una resolución de un órgano revisor económico-administrativo o contencioso, que anula una improcedente actuación de la Administración tributaria.

El TEAC resuelve que, en este caso, visto ese aumento, deberá admitirse que, en declaración complementaria o, en su caso, en el marco de unas actuaciones de aplicación de los tributos, el contribuyente opte por sí compensar o por compensar un importe de BINS superior al que compensó inicialmente.

Lo dispuesto por el art. 119.3 LGT —afirma— debe interpretarse y entenderse «rebus sic stantibus» (estando así las cosas o mientras las cosas no cambien). Por ello, si la situación en que se ejercitó la opción inicial cambia a posteriori, y ese cambio tiene como causa última una improcedente actuación de la Administración tributaria (que en su día minora unas BINS con una actuación que los Tribunales terminan anulando), deberá aceptarse que la opción inicialmente emitida por el contribuyente pueda mudarse.

No obstante, la posibilidad de optar de nuevo se abre sólo respecto de la parte que «de nueva» tenga la situación posterior respecto de la inicial; aquello por lo que ya se optó en su día, queda bajo los efectos del art. 119.3 LGT, siendo indisponibles, en todo caso, las BINS respecto de las que el contribuyente ya se pronunció (optó) en su día.








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 29 de octubre de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 1117/2017



	Autor:
	Luis Sánchez de Ibargüen /Carlos Rubio Orozco





Resumen


La AN reitera que la compensación de BINs no representa el ejercicio de una opción tributaria, sino que constituye un derecho o facultad del obligado tributario. Reitera también que el procedimiento de rectificación de autoliquidaciones viene regulado en el art. 120 LGT y, por tanto, no le resulta de aplicación la limitación temporal prevista en el art. 119.3 LGT.

Principales mensajes


«En la sentencia de 11 de diciembre de 2020 dictada en el recurso 439/2017 tuvimos ocasión de pronunciarnos sobre el problema de la calificación de la compensación de las BINs. En ella, esta Sala alcanzó la conclusión de que no se trata de una opción tributaria, no siendo aplicable, por tanto, el limitativo régimen de las opciones tributarias establecido en el artículo 119.3 LGT».

«A la declaración le resulta aplicable el régimen jurídico disciplinado en este artículo 119, y, por ende, la limitación prevista en el artículo 119.3 LGT; a la autoliquidación no le resulta aplicable la limitación del artículo 119.3, porque tiene otro régimen jurídico, contemplado en el artículo 120 LGT».

«Resulta, por tanto, indiferente si la compensación de BINS es o no una opción tributaria, en los términos previstos en el artículo 119.3 LGT, por la sencilla razón de que este precepto no es aplicable en el caso de rectificación de las autoliquidaciones».

Comentario


En esta sentencia, la AN se enfrenta una vez más a la cuestión de si la compensación de BINs tiene la consideración de opción tributaria o, por el contrario, se trata de un derecho del contribuyente. Si bien a priori podría pensarse que estamos ante una baldía controversia técnica, las consecuencias de adoptar una u otra postura son de gran calado para los obligados tributarios.

Si se tratase como una opción tributaria, esto implicaría que el contribuyente, en el momento de presentar su autoliquidación (en este caso del IS), realizaría una elección sobre el importe de BINs a compensar, no pudiendo modificar posteriormente dicha elección salvo en ciertos supuestos excepcionales. Por el contrario, si nos encontrásemos ante un derecho, se entendería que el contribuyente adopta en su autoliquidación un determinado criterio sobre si compensar BINS o no, y en qué importe, pero este criterio no se consideraría definitivo y podría instarse su rectificación dentro del período de prescripción.

En este punto, conviene traer a colación que el restrictivo régimen de las opciones tributarias viene establecido en el art. 119.3 LGT, que regula las declaraciones tributarias, mientras que el régimen de rectificación de las autoliquidaciones se regula en el art. 120 LGT.

La AN reitera su doctrina de que la compensación de BINS no constituye una opción tributaria en los términos del art. 119.3 LGT, entendiendo, por el contrario, que su compensación constituye un derecho o una facultad del contribuyente, vinculada al principio de capacidad económica (art. 31 CE) y con el dilatado ámbito temporal para llevarla a cabo prevista en el art. 25 TRLIS y no la del art. 119.3 LGT.

Esto posibilita que el obligado tributario pueda modificar el importe de las BINs inicialmente compensadas mediante el recurso a la solicitud de rectificación de su autoliquidación.

La STS de 30 de noviembre de 2021, Recurso Núm. 4464/2020, ha venido a aclarar la postura del Alto Tribunal sobre esta cuestión y ha establecido, como doctrina jurisprudencial, que los obligados tributarios tienen el derecho a compensar BINS con las rentas positivas de períodos impositivos posteriores, aun cuando la autoliquidación se presente de manera extemporánea, sin que la decisión de compensarlas o no constituya una opción tributaria de las reguladas en el art. 119.3 LGT.








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de noviembre de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 4464/2020



	Autor:
	Alberto Montesinos Cuadros





Resumen


Se establece, como doctrina jurisprudencial, que los obligados tributarios tienen el derecho a compensar BINS con las rentas positivas de períodos impositivos posteriores, aun cuando la autoliquidación se presente de manera extemporánea, sin que la decisión de compensarlas o no constituya una opción tributaria de las reguladas en el art. 119.3 LGT. Confirma el TS que la compensación de BINs es un verdadero derecho autónomo que no puede limitarse por ejercerse en una declaración extemporánea.

Principales mensajes


«En el Impuesto sobre Sociedades y en los términos establecidos por la normativa del tributo, los obligados tributarios tienen el derecho a compensar las bases imponibles negativas con las rentas positivas de los períodos impositivos siguientes, aun cuando la autoliquidación se presente de manera extemporánea, sin que la decisión de compensarlas o no, constituya una opción tributaria de las reguladas en el artículo 119.3 LGT».

«(…) No cabe, en consecuencia, impedir por vía interpretativa el ejercicio de un derecho a través de una declaración extemporánea».

«En consecuencia, como la decisión de compensar o no las BIN no es una opción tributaria, ex art. 119.3 LGT, sino el ejercicio de un derecho del contribuyente, de modo que en su autoliquidación del Impuesto sobre Sociedades expresa una voluntad inequívoca y válida de compensar las BIN generadas en ejercicios anteriores, aunque la presentación de esa autoliquidación se produzca fuera del plazo reglamentario, debe entenderse que está ejercitando ese derecho».

Comentario


El TS rechaza el criterio mantenido por el TEAC en diferentes resoluciones y afirma que la decisión de compensar o no las BINS no constituye una opción tributaria ex art. 119.3 LGT, sino que es el ejercicio de un derecho del contribuyente.

La interpretación del TS se fundamenta en la ausencia de definición del concepto jurídico de «opciones tributarias», no resultando coherente, por ello, perjudicar al contribuyente con base en una indefinición normativa que no ha sido generada por él.

En esta línea argumental, considera el Alto Tribunal que el TEAC ha acotado la funcionalidad del art. 119.3 LGT cuando, sin embargo, para que dicho artículo opere es necesario que se den dos elementos:


	
(i)  uno, de carácter objetivo, consistente en la concurrencia en la norma de alternativas de elección entre regímenes jurídicos tributarios diferentes y excluyentes; no estando por tanto ante una opción tributaria cuando se ejerza un derecho autónomo contemplado en la norma sin alternativas regulatorias; y

	
(ii)  otro, de carácter volitivo, consistente en el acto libre, de voluntad del contribuyente, reflejado en su declaración o autoliquidación, que ha de ser expresa.



Con base en lo anterior, considera el Tribunal que el mecanismo de compensación de BINS se configura, por un lado, como un verdadero derecho del contribuyente, de modo que este podrá ejercerlo o no, o incluso, renunciar a él; y, por otro lado, sirve al principio constitucional de capacidad económica (art. 31 CE), como principio de ordenación del sistema tributario, pues garantiza que el gravamen a efectos del IS se produzca de forma correlativa a la capacidad económica del contribuyente.

Por tanto, entiende el TS que no estamos ante una opción tributaria cuando el contribuyente ejerce un derecho autónomo, contemplado en la norma tributaria sin alternativas regulatorias diferentes y excluyentes. Y, como tal derecho, no admite restricción si no es a través de las causas taxativamente previstas en la ley, no cabiendo impedir por vía interpretativa hacerlo efectivo a través de una declaración extemporánea.

En conclusión, el TS afirma el derecho (autónomo) de los contribuyentes a compensar BINS con las rentas positivas de ejercicios siguientes, incluso mediante autoliquidaciones extemporáneas, en tanto que la decisión de compensarlas o no, no constituye una opción tributaria del art. 119.3 LGT.

2.  Beneficios fiscales

2.1.  Exención / Deducción para eliminar la doble imposición








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central del 22 de septiembre 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 7227/2019



	Autor:
	Lucía Rocío Rico Sánchez





Resumen


La limitación establecida en la DA 15ª LIS, por la que las DDI no pueden exceder el 50% de la cuota íntegra de los contribuyentes que alcancen un INCN de 20 millones de euros, no contradice lo dispuesto en los CDI. Estos regulan el cálculo de la deducción para evitar la doble imposición que se produce al tributar la misma renta en dos países, pero no fijan el ámbito temporal para su aplicación, que la DA 15ª LIS únicamente difiere.

Principales mensajes


«Sobre la materia (…) se ha pronunciado este Tribunal Central en su reciente resolución de 27 de octubre de 2020 (…) a la que no podemos sino remitirnos.

"(…) la limitación regulada en la Disposición Adicional 15ª apartado 2 de la Ley 27/2014 (…) no impide la eliminación de la doble imposición que establece el CDI, puesto que la deducción que no puede ser aplicada en el ejercicio por la aplicación del límite del 50% podrá deducirse en ejercicios siguientes, por lo que se está produciendo un diferimiento en su aplicación. Así pues, la doble imposición se corrige, y se corrige del modo previsto en el Convenio, aunque se proyecta en un ámbito temporal que excede del ejercicio en el que se percibió la renta, del mismo modo que sucedería si, sin existir este límite, la cuota íntegra fuera inferior a la deducción y, en consecuencia, esta no pudiera aplicarse en su totalidad"».

Comentario


El contribuyente aplicó en su autoliquidación del IS la deducción para evitar la doble imposición internacional (DDI) sobre los dividendos percibidos de su filial portuguesa, según lo establecido en el art. 23.1 CDI España-Portugal y, complementariamente, en los arts. 31 y 32 y DA 15ª LIS.

Posteriormente, solicitó la rectificación de su autoliquidación, para excluir la aplicación de la limitación prevista en la DA 15ª LIS (según la cual, las DDI no pueden exceder conjuntamente del 50% de la cuota íntegra de aquellos contribuyentes cuyo INCN alcance los 20 millones de euros). La Administración tributaria desestimó la solicitud.

El contribuyente fundamentaba su pretensión en que el CDI, de aplicación preferente, obliga a eliminar la doble imposición al 100% sin posibilidad de retraso o diferimiento en su corrección. Igualmente, alegaba la contravención de la Directiva Matriz-Filial y, finalmente, la inconstitucionalidad de la limitación, introducida por el RDL 3/2016 para los ejercicios iniciados a partir de 1 de enero de 2016.

El TEAC rechaza las dos primeras alegaciones, pues entiende que la citada limitación no contraviene lo dispuesto en la Directiva Matriz-Filial ni en los CDI, pues no impide la eliminación de la doble imposición, sino que únicamente la difiere: la deducción que no pueda aplicarse en el ejercicio, por exceder del límite del 50%, podrá deducirse en ejercicios siguientes. Así pues, la doble imposición se corrige, aunque esta corrección se proyecta en un ámbito temporal que excede del ejercicio en el que se percibió la renta, del mismo modo que sucedería si, sin existir este límite, la cuota íntegra fuera inferior a la deducción y, en consecuencia, esta no pudiera aplicarse en su totalidad. Reitera así el criterio mantenido en su Resolución de 27 de octubre de 2020, RG 4927/2018.

Cabe señalar que el TEAC no tiene en cuenta que, para que ese diferimiento sea únicamente tal, será necesario que la entidad no se extinga y que modifique la composición de sus ingresos, reduciendo el peso relativo de los procedentes del país del CDI, condiciones que no parecen acordes con el espíritu de los convenios.

En cuanto a la inconstitucionalidad de la limitación, el TEAC se declara incompetente para pronunciarse sobre la ilegalidad de las normas que debe aplicar y, por ello, rechaza también esta alegación.

2.2.  Deducción por actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de abril de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 5177/2020



	Autor:
	Carmen Jiménez del Toro





Resumen


Los informes técnicos emitidos por entidades certificadoras acreditadas por la ENAC en el procedimiento administrativo de adopción de informes motivados que califican las actividades desarrolladas como Investigación y Desarrollo o como Innovación Tecnológica, no están dotados de presunción de veracidad ni de presunción iuris tantum. La decisión última sobre la calificación de las actividades, si bien ha de ser motivada, corresponde al Ministerio de Economía y Competitividad, sin que en ningún momento se encuentre vinculado por el sentido de aquellos.

Principales mensajes


«El informe emitido por una entidad acreditada por la ENAC está elaborado por técnicos independientes, pero ello no significa que dicho informe este dotado de presunción de validez alguna ni mucho menos de la presunción iuris tantum, reservada en nuestro ordenamiento jurídico para otros supuestos distintos.

Como todo informe pericial realizado por especialistas cualificados deberá de ser valorado y tomado en consideración, (…), pero es el órgano decisor al que le corresponde adoptar la decisión administrativa final en esta materia. (…) el órgano administrativo puede coincidir o no con el criterio técnico emitido en el informe pericial emitido por la entidad acreditada por la ENAC y para adoptar su decisión puede valerse de sus propios técnicos o solicitar informes técnicos a otros organismos públicos o privados, (…) y esa es la regla general en cualquier procedimiento administrativo (…)».

Comentario


La entidad recurrente, con apoyo de un informe técnico elaborado por una entidad certificadora, consideraba que su proyecto debía ser calificado como «Investigación y Desarrollo» (I+D) a los efectos de aplicar la deducción por actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica.

Por su parte, la resolución de la Dirección General de Innovación y Competitividad, por el contrario, consideró que el proyecto debía calificarse como «Innovación Tecnológica (IT)», basando su conclusión en dos informes (interno y de segunda opinión).

A la vista de lo anterior, la entidad demandante entiende vulnerado el procedimiento regulado en el art. 7.1 del RD 1432/2003 en la medida en la que considera que el informe de la entidad certificadora tiene presunción de veracidad y que, por tanto, la Administración debería haber solicitado con carácter previo un informe de contraste a otros organismos públicos o privados para obtener su conclusión, contraria a la del informe aportado por la demandante.

Ante las circunstancias descritas, el TS desestima el recurso de casación interpuesto por la entidad recurrente contra la sentencia recurrida del TSJ (Recurso Núm. 423/2018).

El TS considera que el interés casacional de la sentencia aquí comentada se encuentra en valorar la presunción de veracidad de los informes técnicos emitidos por la entidad acreditada por la ENAC. A este respecto, resuelve que el informe técnico emitido por una entidad acreditada por la ENAC (Entidad Nacional de Acreditación), que la parte aporta con su solicitud en el procedimiento previsto en el RD 1432/2003 para la obtención de la calificación del proyecto a los efectos de obtener deducciones fiscales, no está dotado de la presunción de veracidad ni de la presunción iuris tantum.

Como todo informe pericial realizado por especialistas cualificados deberá de ser valorado ponderando la cualificación técnica de los expertos que lo emiten y la capacidad de convicción de los razonamientos en los que se basa, pero es al órgano decisor al que le corresponde adoptar la decisión administrativa en esta materia. A los efectos de dictar su resolución, el órgano administrativo puede coincidir o no con el criterio técnico expuesto en el informe pericial emitido por la entidad acreditada por la ENAC, y para adoptar su decisión puede valerse de sus propios técnicos o solicitar informes de organismos externos.

2.3.  Deducción por gastos de propaganda y publicidad en acontecimientos de excepcional interés público








	Descripción:
	Sentencias del Tribunal Supremo de 20 de julio de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 1773/2018 y 4081/2018



	Autor:
	Patricia Martel Suárez / Ignacio Blanco Otaduy





Resumen


El TS modifica su criterio respecto al cálculo de la deducción por gastos de propaganda y publicidad en la difusión de acontecimientos de excepcional interés público. Entiende que, en el supuesto de aquellos colaboradores que realizaban su publicidad en soportes mixtos, debe tomarse como base de la deducción el coste total del soporte al que se incorpora el logotipo, y no solamente el gasto derivado de la inserción de la publicidad (que suelen ser mínimos), que constituía su criterio inicial.

Principales mensajes


«Obvio es que el coste de esta actuación no es —sólo— el coste de la mera inserción de un logotipo o similar —cual expresión del evento público— en el soporte publicitario privado, por cuanto el mecanismo de actuación publicitario privado se integra, materialmente, por el imprescindible y variado soporte que, en realidad, no sería nada —a los efectos de difusión pretendidos— sin el aditamento esencial de la marca que el soporte explicita, y, sin el componente subjetivo del prestigio empresarial de la citada marca. No es, pues, el precio material del soporte, sino el valor de la publicidad del evento de interés general y su trascendencia divulgativa. Por ello, evidente resulta que la deducción fiscal no puede plantearse sobre el citado coste de la inserción del logotipo sino, por el contrario, por el coste de la actuación publicitaria integral en su conjunto».

Comentario


Las presentes sentencias no sólo suponen un cambio de criterio por parte del TS, sino que resultan de enorme importancia para la aplicación de la deducción regulada en el art. 27 de la Ley 49/2002 y, por ende, para los acontecimientos de excepcional interés público.

Inicialmente, el TS diferenciaba entre elementos empresariales puros y mixtos, distinguiendo en estos últimos la parte que cumplía una función esencialmente publicitaria de aquella otra que no, y que era utilizada por la empresa para el desempeño de su actividad habitual. Así, por ejemplo, en su sentencia de 13 de julio de 2017, Recurso Núm. 1247/2017.

En consecuencia, a efectos del cómputo de la deducción en los soportes considerados mixtos, se tenía en cuenta exclusivamente el gasto incurrido en la inserción de los logotipos en los soportes, sin considerar el coste de adquisición del soporte o elemento empresarial en el que se integraba la publicidad.

No obstante, las sentencias ahora dictadas suponen un hito en el cómputo de la base de la deducción, pues entiende el TS que la deducción del 15% debe aplicarse sobre el coste total del soporte incurrido por la empresa. Es decir, tanto el relativo al soporte material en el que se incluye la publicidad, como el coste de inserción del contenido de esta. El matiz resulta clave, puesto que amplía de manera relevante el importe que se debe tener en cuenta de cara al cómputo de la deducción, que hasta ahora y con arreglo al anterior criterio, era mínimo.

Para alcanzar esta conclusión, el TS defiende una interpretación teleológica o finalista del incentivo, que perseguiría ahorrar a la Administración los gastos de promoción de acontecimientos de excepcional interés público, mediante el apoyo de empresas privadas que añadan un valor significativo a dicha publicidad. En definitiva, lo relevante según el TS es la trascendencia que la actividad publicitaria tenga sobre el evento, el beneficio obtenido, y no tanto la naturaleza del gasto.

En este mismo sentido que ahora acoge el TS, se podían ya encontrar, entre otras, las SAN de 3 de mayo de 2012, Recurso Núm. 251/2009, de 16 de mayo de 2013, Recurso Núm. 143/2010 y de 10 de marzo de 2016, Recurso Núm. 64/2014.

2.4.  Deducción por inversiones en producciones cinematográficas








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 22 de septiembre de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 1111/2017



	Autor:
	Yara Santana Tacoronte





Resumen


Se reconoce, a efectos de la deducción prevista en el art. 38.2 TRLIS, la condición de productor de una AIE cuya actuación había sido calificada por la Inspección como simulada, por no haber acreditado esta que la AIE se haya limitado exclusivamente a aportar una financiación con el fin de obtener una rentabilidad fiscal (coproductor financiero). La figura del productor se articula en torno la iniciativa de la grabación audiovisual y a la asunción de la responsabilidad de dicha grabación.

Principales mensajes


«La caracterización de la figura del productor se articula, pues, en torno a dos notas esenciales: por una parte, debe tener la iniciativa de la grabación audiovisual y, por otra, debe asumir la responsabilidad de dicha grabación».

«(…) Hasta el punto de que, sin poder afirmar plena y rotundamente que la entidad recurrente no tuvo una intervención significativa como productor en la elaboración de las películas ni que en la práctica vino a ceder globalmente a los productores originales los derechos de explotación sobre las mismas, no es posible sostener, como afirma la Administración tributaria, que lo que ha sucedido es que su intervención se ha limitado exclusivamente a aportar una financiación con el fin de obtener una rentabilidad fiscal, ostentando por ello la condición de coproductor financiero y no la de productor a los efectos del art. 38.2 del TRLIS».

Comentario


La Inspección rechazó que la AIE sometida a comprobación, sin personal y sin elementos de activo material, tuviera la condición de productor a efectos de la deducción prevista en el art. 38.2 TRLIS, considerándola, en cambio, coproductor financiero.

En consecuencia, anuló las BINS y la deducción generadas por la AIE en los ejercicios comprobados, considerando, en cambio, aplicable la deducción también prevista para el coproductor financiero en el mismo precepto, de menor importe, y tomando como base de esta la cantidad realmente invertida (diferencia entre las cantidades satisfechas a los productores originales en virtud de los contratos inicialmente suscritos con estos y las percibidas de estos en virtud de un segundo contrato, por el cual les cedía parcialmente los derechos de explotación). Además, entendió que procedía la imposición de sanción.

De fondo, la regularización se basaba en la presunta existencia de simulación relativa en la actividad de la AIE, siendo su actividad aparente la de producción cinematográfica y la encubierta la de simple financiación.

Recuerda la Sala, con cita de su sentencia de 17 de julio de 2021, Recurso Núm. 1328/2017, que la figura del productor se articula en torno a dos notas esenciales: por una parte, debe tener la iniciativa de la grabación audiovisual y, por otra, debe asumir la responsabilidad de dicha grabación.

Sin perjuicio de ello, la AN estima las pretensiones del contribuyente, por entender que corresponde a la Administración acreditar la simulación, sin que lo haya hecho en el presente caso. En este sentido, la respuesta proporcionada por los productores originales a los requerimientos de información de la Inspección incorpora una realidad totalmente distinta de la asumida por aquella, que avala a priori de modo suficiente la intervención de la AIE en la elaboración de las películas.

También rechaza la Sala que la Administración haya acreditado que la explotación sobre las películas que tras los contratos de cesión retiene la AIE sea residual, pues los cede por 10 años, siendo la extensión legal de estos derechos 50 años. Si la AIE no ejercitó sus derechos como productor ni tenía intención de hacerlo es algo que no puede inferirse, sin más, de unos contratos de cesión de derechos que se proyectan solo sobre 1/5 parte de la duración temporal máxima legalmente reconocida.

3.  Régimen especial de las fusiones, escisiones, aportaciones de activos, canje de valores y cambio de domicilio social de una sociedad europea o una sociedad cooperativa europea de un Estado miembro a otro de la Unión Europea








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 15 de febrero de 2021



	Referencia:
	N.º Recurso 109/2018



	Autor:
	Lucía Rocío Rico /José María Díaz-Echegaray Otero





Resumen


Una entidad que aplica el régimen ETVE dispone de suficientes medios materiales y humanos cuando posee un departamento de administración capaz de desarrollar las funciones propias del ejercicio de los derechos y obligaciones derivados de la condición de socio, cuando dicho socio es una entidad extranjera.

Principales mensajes


«La exigencia de medios personales y materiales ha de referirse sólo a los necesarios para ejercer los derechos y cumplir con las obligaciones derivadas de la condición de socio, así como tomar las decisiones relativas a la propia participación, y que la ley no establece unos medios materiales o personales mínimos para ejercer tales funciones, (…) cuando dispone de un departamento de administración donde se pueden desarrollar las funciones, que no son complejas y tomar las decisiones, estas si pueden ser más complicadas, en orden al ejercicio de los derechos y obligaciones derivadas de la condición de socio»..

Comentario


La AN, en la sentencia de 15 de febrero de 2021, estima el Recurso Núm. 109/2018, interpuesto por una entidad contra la Resolución del TEAC de 4 de diciembre de 2017, que desestimó la reclamación interpuesta contra la liquidación, de 30 de abril de 2014, girada por la Dependencia Regional de Inspección de la AEAT de Valencia.

En dicha liquidación se regularizó a la entidad demandante, realizando un ajuste positivo por hacer uso de los mecanismos establecidos en el art. 21 de la LIS, para la corrección de la doble imposición interna, por entender la inspección que el régimen especial de ETVE no resultaba de aplicación a la sociedad. La inspección basa su argumento en la no disposición, por parte de la entidad, de los medios personales y materiales necesarios a la hora de colmar las exigencias para la aplicabilidad de este régimen.

La AN, por el contrario, considera aplicable el régimen especial de ETVE por disponer la demandante de un departamento de administración capaz de desarrollar las funciones propias del ejercicio de los derechos y obligaciones derivados de la condición de socio de una entidad extranjera.

Asimismo la AN valora que desde que la entidad adquirió las participaciones en una sociedad extranjera, hasta el momento de su aportación a una sociedad de nueva de nueva constitución, fue la demandante quien llevó a cabo la gestión de las mencionadas participaciones, igualmente entiende que este requisito fue validado por la Administración tributaria en 2003, momento en el cual llevó a cabo un procedimiento de verificación de datos relativo a la aplicabilidad del régimen especial de ETVE a la sociedad demandante, el cual finalizó sin ninguna objeción.
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